STJSL-S.J. – S.D. Nº 021/16.-

---En la Ciudad de San Luis, a veinticinco días de febrero de dos mil dieciséis, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “INCIDENTE DE RECURSO DE CASACION EN AUTOS: “VIDELA, DORA ALEJANDRA - DI FALCO GUADALUPE REBECA (Dam.) - HOMICIDIO - (Dra. Ibáñez)” - IURIX INC. Nº 84662/2. 
Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y OSCAR EDUARDO GATICA.- 

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión son:

I) ¿Son formalmente procedentes los Recursos de Casación interpuestos por la defensa de Videla Dora Alejandra y Riquelme, Miguel Ángel?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el Art. 428 del Código Procesal Criminal?

III) En caso afirmativo la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?
A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: 1) Que a fs. sub 1 y vta., la Defensora de Cámara de la condenada en autos Dora Alejandra Videla, Dra. Claudia Soledad Ibáñez interpone recurso de casación en contra de la Sentencia condenatoria dictada por la Excma. Cámara del Crimen Nº 2 de la Primera Circunscripción Judicial, en fecha 27/12/12, obrante a fs. 1376/1473 vta. de los autos principales, que resolvió declarar culpable a su pupila del delito de homicidio doblemente calificado, por ensañamiento y alevosía (art. 80 inc. 2º en relación al art. 45 Cód. Penal), en perjuicio de la menor Guadalupe Di Falco, en el carácter de coautora, y condenarla a sufrir la pena de prisión perpetua, accesorias legales y costas procesales, disponiendo su inmediata detención y alojamiento en el Servicio Penitenciario Provincial. El recurso es fundado a fs. sub 3/sub17. 

2) Que a fs. sub 21 y vta., el Defensor Oficial del condenado en autos Sr. Miguel Ángel Riquelme, Dr. Carlos Guillermo Salazar, interpone recurso de casación, el que es fundado a fs. sub 23/sub 32 vta., contra la Sentencia condenatoria dictada por la Excma. Cámara del Crimen Nº 2 de la Primera Circunscripción Judicial, en fecha 27/12/12, obrante a fs. 1376/1473 vta., de los autos principales, que resolvió declarar culpable a su defendido como autor penalmente responsable del delito de homicidio calificado por alevosía y ensañamiento en perjuicio de la menor Guadalupe Di Falco, condenándolo a sufrir la pena de prisión perpetua, accesorias legales y costas procesales, disponiendo su inmediata detención y alojamiento en el Servicio Penitenciario Provincial. El recurso es fundado a fs. sub 23/sub32 vta. 

3) Que corresponde en primer término, efectuar el pertinente análisis a los fines de determinar si se ha dado cumplimiento a los requisitos establecidos por la normativa vigente, en punto a la admisibilidad de los recursos en cuestión.  

Analizadas las constancias del sistema Iurix, la Sentencia de la Excma. Cámara del Crimen Nº 2 de fecha 27/12/12 se publicó en la lista de despacho diario el día 28/12/12, a su vez, se observa que los recursos de casación han sido interpuestos y fundados en término (ver cargos de fs. sub 1 vta., sub 17 vta., sub 21 vta. y sub 32 vta. del presente incidente). Asimismo, atacan una sentencia definitiva de un Tribunal competente, encontrándose los recurrentes exentos del depósito judicial conforme al art. 431 del Cód. Procesal Penal.

En consecuencia, debe considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el inc. a del art. 442 del código de rito, que los recursos articulados devienen formalmente procedentes. 

Por ello, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.-
Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y OSCAR EDUARDO GATICA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-

A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: 1) Que a fs. sub 1 y vta., la Defensora Oficial de Alejandra Dora Videla interpone recurso de casación contra la sentencia de fecha 27/12/2012, dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Penal, Correccional y Contravencional Nº 2 de la Primera Circunscripción Judicial, fundando el mismo a fs. sub 3/sub 17.

Sostiene la procedencia formal de su planteo, en la necesidad del “doble conforme”, previsto en Pactos Internacionales, con jerarquía constitucional, citando el fallo de la Suprema Corte de Justicia “Casal, Matías Eugenio”; expresando que por medio de esta vía recursiva pretende la revisión íntegra de las valoraciones de hecho y de derecho en que tuvo lugar el evento criminoso, valorando todas y cada una de las circunstancias invocadas y probadas por la defensa, en torno a la participación criminal atribuida a su defendida, y subsidiariamente se valoren las circunstancias jurídicas en torno a la calificación legal, dada al hecho por la Excma. Cámara Penal Nº 2. 

Como cuestión preliminar, destaca que la sentencia, si bien extensa en número de carillas, gran parte de éstas están destinadas a formular un análisis meramente descriptivo en la primera parte, donde se realiza una transcripción de solo algunas de las pruebas incorporadas. Mas no se lleva adelante una valoración de las mismas en relación al caso concreto. Agrega que en una segunda parte, la sentencia se dedica a formular un análisis de la prueba, para dedicar sólo cinco carillas al análisis de la situación de la Sra. Videla en forma conjunta con Riquelme; no distinguiendo en torno a los mismos, que tal análisis conjunto y merituación probatoria, se considera irrazonable, por asignarle a la prueba un valor que carece,  por omitir el tratamiento de prueba relevante para los intereses de su defendida, como también por incurrir en una valoración desigual y hasta discriminatoria en determinadas circunstancias. 

Manifiesta como primer agravio, que a través de una simple lectura de la sentencia puesta en crisis, se advierte que gran parte de la misma es meramente descriptiva o transcriptiva de las declaraciones prestadas por los testigos en el debate oral, sin ingresar al análisis del contenido de dichas declaraciones, sosteniendo que la fundamentación de la sentencia en tal sentido es meramente aparente. Que del memorial de la sentencia, difícil resulta advertir una conexión lógica entre los considerandos y el resuelvo, justamente en virtud de una mera transcripción literal de las declaraciones. 

Como segundo agravio, OMISION DE VALORAR PRUEBA CONDUCENTE INVOCADA POR LA DEFENSA, II.A) OMISION DE VALORAR EL TESTIMONIO DE LOS NIÑOS EN CÁMARA GESEL, manifiesta que la prueba de mayor relevancia producida en la causa, recién en instancias del debate oral, son los testimonios brindados en Cámara Gesel por seis de los niños que convivían con Videla en el domicilio de la calle Los inmigrantes, los cuales son claramente descriptivos y dan fuerza probatoria cierta a los siguientes extremos: 1) En el hogar reinaba la violencia familiar y de género como modo de comunicación familiar, llegándose a advertir conductas agresivas en los propios niños. 2)  Que el iniciador de los hechos de violencia era el Sr. Riquelme, a quien además describen con problemas vinculados al alcohol; 3) Que la propia Videla era víctima junto con ellos de la violencia física y verbal proveniente de Riquelme; 4) Que quien desplegaba rigurosos castigos a Guadalupe Di Falco era el Sr. Riquelme.  

Considera que no puede realizarse un análisis global o genérico, sino individual de cada uno de los niños, y a los fines de arribar a una convicción certera, será encontrando puntos de coincidencia y divergencia entre los seis testimonios. Que como puntos de convergencia, destaca los malos tratos de Riquelme hacia Videla y a todo el núcleo familiar, destacando que los testimonios son contestes en esos dos extremos; convergen en haber presenciado escenas de violencia física y verbal, y relatan con detalle las violencias de las que fueron víctimas. 

En el punto II.B) OMISION DE VALORAR INFORMES DE PERITOS INCORPORADOS COMO PRUEBA DOCUMENTAL, sostiene que la relación de violencia y de dominación de Riquelme hacia el resto del grupo familiar, también es señalada en el Expte.  Nº 1976898/10 del Juzgado de Familia y Menores Nº 1 “Comisaria del Menor SL s/ Com. Sit. De los menores Miranda Abel, Calva, Guadalupe, Luna Anahí, Riquelme, Ángela y Juan Carlos (con seguimiento)”;  incorporado como prueba documental a la causa, donde a partir de fs. 218 se encuentran los informes psicológicos llevados a cabo sobre los menores, quienes perciben, a juicio del perito, a la figura de Riquelme como “impulsivo, destructivo y agresivo”; en tanto que la figura materna representada por Videla no es percibida bajo características de hostilidad, sino con “importantes dificultades para prodigar los cuidados básicos como alimentación, vestimenta, etc.” Agrega que toda esta prueba no puede ser dejada de lado en su valoración por el Tribunal, al momento de sentenciar, porque a juicio de la defensa resulta esencial, al momento de la determinación de la responsabilidad penal de su defendida. 

En el punto II.C) OMISION DE VALORACION INFORME SOCIO AMBIENTAL, PRUEBA DOCUMENTAL Y LA SITUACION DE VIOLENCIA FAMILAR,  sostiene que la Cámara valora la situación de violencia invocada por la defensa, sosteniendo que “durante todo el desarrollo del juicio oral no quedó probada la violencia de género en los términos de la Ley 26.485 por cuanto no medió relación desigual de poder, ni amenazas ni hostigamiento o manipulación de la conducta de uno hacia el otro de los condenados, tal como surge de los informes psicológicos incorporados como documental…”. Agrega que el informe ambiental es citado por la sentencia a modo descriptivo, mas no valorado en su contenido, que tal informe social proveniente de la Lic. Fourcade concluyente en una situación de violencia familiar y de género, es documentalmente avalado por los Exptes. provenientes del Juzgado de Instrucción Nº 2 (archivado, como estadísticamente sucede en casos similares) y del Juzgado de Familia. 

En el punto II.D) OMISION DE VALORAR PRUEBA TESTIMONIAL, manifiesta que la relación de dominación de Riquelme hacia Videla ha quedado demostrada no sólo con la prueba ya citada, sino también a través de la prueba testimonial y la declaración indagatoria de Di Falco, que tal prueba no ha sido analizada en la sentencia, no obstante haber sido invocada por la defensa al momento de alegar, y resulta prueba que permite concluir certeramente que la Sra. Videla se encontraba bajo una relación propia de la violencia, a la par que permite descartar sucesos de violencia de ella hacia el resto del grupo familiar. 

Destaca que tales circunstancias, a juicio de la defensa, no son detalles menores, sino que por el contrario, son datos relevantes para ingresar al análisis de la conducta desplegada por Videla, quien en todo momento niega ser la autora de la violencia sobre la niña Guadalupe y del golpe fatal que provoca su deceso, y que el Tribunal no puede dejar pasar tales extremos, pruebas decisivas para la determinación de la responsabilidad penal de los acusados, máxime en un estado de convicción, donde el propio Tribunal ha dicho que se encuentra en la imposibilidad de establecer quien fue el autor del golpe fatal. 

En el punto III) SOBRE LA PARTICIPACION CRIMINAL, sostiene que el Tribunal analiza de modo conjunto las conductas delictivas de Videla y Riquelme, incurriendo también en meras afirmaciones vagas, genéricas y meramente dogmáticas, es  decir, se desprende claramente del texto que no se describe cual ha sido en particular el acto material concreto reprochable a cada uno de los imputados en forma individual, precisión requerida por el principio de culpabilidad del art. 18 de la CN, en virtud de que cada individuo responde en la medida de su culpabilidad. 

Agrega que el razonamiento del sentenciante contiene una seria deficiencia de contradicción, si tenemos en cuenta que por un lado reprocha y condena a los autores por “haber buscado el resultado reprobado por la ley”, esto es la muerte de la menor, para luego sostener que “ambos omitieron brindar el auxilio mínimo indispensable para que Guadalupe recibiera atención médica adecuada y así evitar el resultado muerte”, es decir, el Tribunal primero entiende que hay participación en calidad de coautores, en la muerte, a través de una acción, para luego imputar una omisión, pues hace radicar la autoría en el hecho de no haber brindado u omitido brindar el auxilio necesario,  y así evitar el resultado muerte, es decir, imputa una omisión, no una acción, extremo no sostenido por la Acusación en  debate oral, con lo cual el razonamiento además, viola el principio de congruencia procesal. 

En el punto Sobre las calificantes del art. 80 inc. 2 del Cód. Penal, manifiesta que las afirmaciones en las que se fundan las mismas, son meramente dogmáticas, pues al momento de individualizar la prueba y los hechos en que se basa, lo hace, o bien recurriendo a fórmulas genéricas o bien atribuyendo a la prueba un valor del que carece. Que refiere la sentencia a la totalidad de la prueba sin formular precisiones, lo que resulta exigible en virtud del debido proceso y el derecho de defensa en juicio, máxime en un contexto donde hay prueba de descargo, cuyo análisis se ha omitido.

Destaca que como lo sostuvo el Dr. Ricardo Torres, el presente caso se trata de una situación de maltrato infantil, que como se dijo, provenía de al menos un año antes, pues así lo indicaban las ciertas cicatrices en el cuerpo de la niña.  Que resulta indispensable comprender que la situación de maltrato infantil es un estado, y como tal no se agota en un solo y único acto, sino que implica una permanencia en el tiempo con reiteración de hechos lesivos. Que en este orden de ideas, puede concluirse que la intención del golpe provocador del edema cerebral, era uno más propio de la situación de maltrato infantil, esto es, no un golpe llevado a cabo con fines de muerte, sino otro más dentro de la situación de maltrato, y ello se desprende de las afirmaciones del médico forense Dr. Torres: “No había una lesión de magnitud tal que hubiera provocado la muerte...”, que ello permite excluir con certeza un preordenamiento en la mente del sujeto activo, tendiente a causar la muerte de la víctima, sea a través de una alevosía o ensañamiento.  

Agrega que con respecto al ensañamiento, la sentencia incurre en el vicio de logicidad por contradicción, pues si se le reprocha a la imputada haber buscado el resultado muerte, y en este caso, buscar un resultado previa elección de un modo cruel de matar, no puede reprochársele luego haber omitido las diligencias para evitar la producción del resultado que ella misma, presuntamente buscó. Destaca que la doctrina invocada no guarda armonía con el razonamiento seguido luego por el Juzgador al momento de fundar; de allí que la fundamentación sea meramente aparente, pues mientras la doctrina invocada define al ensañamiento como un modo cruel de matar, que requiere de una acción preordenada por el autor; ello resulta incompatible con el reproche de haber omitido procurar la atención necesaria para evitar el resultado. 

Enfatiza que tal proeordenamiento debe ser probado, por el principio de legalidad, culpabilidad y derecho de defensa en juicio, no presumido, y en el caso la sentencia no sólo no ha podido establecer quién fue el autor material, sino tampoco cuál es la prueba, en virtud de la cual, tiene por probado el preordenamiento. Que lo mismo sucede con la calificante de Alevosía, no basta un estado de indefensión, sino hay un preordenamiento de valerse de esa indefensión. Que a su vez la doctrina es unánime en que la edad de la víctima no constituye por si sola suficiente para tener por acreditada la alevosía, sino que es necesario acreditar el preordenamiento para matar valiéndose especialmente de ese estado. 

Concluye en que, no estando probados los elementos propios del tipo subjetivo del art. 80 inc. 2 del C.P., y siendo además la prueba colectada-informe de la necropsia, y declaraciones de los Médicos Forenses-compatibles con el dolo eventual de muerte, la conducta solo puede ser subsumida en el art. 79 del C.P., pues como se dijo, el art. 80 requiere algo más que un dolo directo, sino un elemento subjetivo especial en el autor, el preordenamiento. 

Destaca a su vez el trato diferente y discriminatorio dado por el Tribunal a la situación personal, social y cultural de Videla Dora Alejandra, respecto de la misma situación personal de Débora Catalina Di Falco, madre de la menor, que si bien la situación procesal de ambas es desigual, lo que constituye motivo de agravio, es que mientras respecto de la Srita. Di Falco han sido valoradas en forma detallada y pormenorizada su situación social de marginalidad, de pobreza, sus condiciones personales y culturales, resuelta reprochable que las mismas condiciones no hayan sido siquiera mencionadas en la sentencia, respecto de Dora Alejandra Videla quien,  además de analfabeta, desempleada, madre joven de seis hijos, todos los cuales se encontraban a su cuidado, y se encontraba sometida a una relación de violencia familiar y de género. Formula reserva de recursos. 

2) A fs. sub 23/sub 32 vta., el Defensor Oficial del condenado en autos Sr. Miguel Ángel Riquelme, Dr. Carlos Guillermo Salazar, funda el recurso de casación interpuesto a fs. sub 21 vta. Luego de referirse a la procedencia formal del recurso, sostiene el recurrente que entre las fuentes internacionales de jerarquía supralegal y fundado en la necesidad de afianzar los valores de justicia y seguridad, se establece el llamado “doble conforme”, que posibilita un nuevo examen de la cuestión que desarrolla un órgano pluripersonal, que ello en el marco de un proceso criminal, adquiere mayor justificación al estar comprometido el valor libertad y que, por cierto, debe habilitar una vía de revisión amplia sobre los hechos y el derecho para de esa forma dar plena efectividad a la garantía judicial en trato. Agrega que ante ello la Corte Suprema de Justicia de la Nación viene entendiendo desde “Casal” (septiembre de 2005) al recurso de casación, como una vía de impugnación más abierta, desarticulando la extensión limitada y extraordinaria que tradicionalmente se le asignara, ampliando su extensión hasta el cumplimento de la garantía involucrada.

Se observa que respecto de su defendido Miguel Ángel Riquelme, expresa idénticos agravios a los expuestos por la Srita. Defensora de Cámara, en su memorial recursivo respecto de la condenada Dora Alejandra Videla, realizando una transcripción sintetizada de los mismos, a saber: vicios de lógica formal y contradicción interna al momento de ingresar a su análisis; fundamentación aparente de la sentencia; afirmaciones meramente dogmáticas; ya que no se describe cual ha sido el acto material concreto reprochable a cada uno de los condenados, etc.; por lo que me remito a los mismos expresados a fs. sub 3/sub17 en honor a la brevedad.

3) A fs. sub 39/sub 42, obra el Dictamen del Sr. Procurador General de la Provincia quien propicia el rechazo de los recursos de casación articulados por Videla y Riquelme, por los fundamentos que expone, al que remitimos brevitatis causae. 

4) El recurso de casación, ha sido definido como el medio de impugnación por el cual, por motivos de derecho específicamente previstos en la ley, una parte postula la revisión de los errores jurídicos atribuidos a la sentencia de mérito que la perjudica; reclamando la correcta aplicación de la ley sustantiva, o la anulación de la sentencia y una nueva decisión, con o sin reenvío a un nuevo juicio. (TRATADO DE LOS RECURSOS, Tomo III, Recurso de Casación Penal, por Jimena Jatip, Págs. 39/82. Ed. Rubinzal Culzoni).

Calamandrei, en su obra "Estudio sobre el Proceso Civil", Ed. Bibliográfica Argentina, B.A. 1961, afirma que: "el recurso de casación es una acción de impugnación que se propone ante el órgano jurisdiccional supremo para obtener la anulación de una sentencia de un juez inferior que contenga un error de derecho en la decisión de mérito".

Sin perjuicio de ello, ahora con el alcance del nuevo recurso de casación surgido de la sentencia de la Corte Suprema en “Casal Matías Eugenio”, del 29/9/2005, según la cual, después de la reforma constitucional de 1994 (Cfr. Art. 75 inc. 22) y teniendo en cuenta la jurisprudencia internacional (en particular “HERRERA ULLOA”, 1994,  de La Corte Interamericana de Derechos Humanos), todo condenado tiene derecho a recurrir la sentencia para que un tribunal superior revise integralmente los fundamentos del fallo, incluidos los que hacen a la prueba del hecho, con el único límite de los que están íntimamente ligados a la inmediación real.

La Corte remarcó, que la norma procesal que regula el recurso de casación (arts. 456 en la Nación y 428/429 entre nosotros), no restringe el alcance de la casación entendida de este modo, sino que había sido interpretada restrictivamente –y por ende de modo inconstitucional-, y por ello no declaró su inconstitucionalidad, sino que estableció cual era el criterio con que debe ser interpretada. 

5) Sentado lo anterior, adelanto que comparto y hago mío el dictamen del Sr. Procurador General de fs. sub 39/sub 42, que propicia el rechazo de los recursos de casación, interpuestos por los defensores de Dora Videla y Miguel Ángel Riquelme. 

Con respecto al recurso interpuesto por la Defensora oficial de Dora Videla, considero que efectivamente y tal como se sostiene en el Dictamen, realiza una valoración parcializada y sesgada de la prueba producida; demostrando una mera disconformidad con la valoración efectuada por la Excma. Cámara, y principalmente, prescindiendo de la declaración de los profesionales técnicos en el debate oral. La defensa intenta ubicar a la Sra. Videla como víctima de una situación de violencia intrafamiliar y de género, ejercida por Miguel Ángel Riquelme sobre todos los miembros del grupo familiar, dejando de lado pruebas concluyentes acerca de su propia personalidad agresiva, y sobre la participación de Videla en los hechos de violencia sobre Guadalupe, y los otros niños que convivían en ese hogar. En tal sentido, son determinantes los testimonios de los facultativos que ilustran tales extremos, Lic. Betty Weinstock, Dr. Gonzalo Mayor y la Lic. Fourcade. 

La Lic. Fourcade, a fs. 1452 y vta., luego de ratificar su informe, en su declaración en audiencia oral, manifiesta con referencia al hecho acontecido en la Escuela Nº 70 del Barrio ATE, donde concurrían los niños de la Sra. Riquelme, que “… y otro hecho que recordó la Directora y Secretaria de la Escuela, que también estuvieron presentes, que en una ocasión se presentó la Sra. Dora Videla y después su pareja el Señor Riquelme, tuvieron una escena de violencia entre ambos y la Sra. Videla procuró extraer de su cartera un cuchillo con el que pretendió agredir a su pareja, por lo que fue una situación bastante tensa por la cual la Directora y las docentes decidieron (llevar) a la Señora Videla hacia la biblioteca para protegerla, tranquilizarla, para evitar una escalada de mayor violencia y de ese hecho se labró un acta y se formuló denuncia en la Comisaria 6º”.   

Es importante lo declarado por el Dr. Gonzalo Mayor, quien luego de ratificar los informes presentados en la causa, manifiesta que fueron realizados en forma conjunta con la Lic. Rickard, respecto de la imputada Videla, y con la Lic. Weinstock, con respecto al imputado Riquelme. Manifiesta que: (fs. 1456 vta./1458 vta.). 

“Dentro de los antecedentes familiares se evidenció una marcada violencia doméstica, entre el Sr. Riquelme y la Sra. Videla, que tienen que ver con una problemática y un trastorno vincular….la Sra. Videla tiene un nivel de abstracción concreto, pensamientos muy simples, no ha tenido una buena estimulación cultural, no llega a ser una discapacidad intelectual marcada, que no le permita comprender el grado de violencia o la diferencia entere lo bueno y lo malo…Del relato de ambos, salió un problema de celos, en torno a Di Falco y su hija, creando una situación de vulnerabilidad para la criatura.” “Evidentemente ante los episodios de violencia, uno en la entrevista cuales son las causas de desencadenaban golpes o maltrato, y en temas reiterados de los dos, salieron el tema de los celos, siempre aparecían los reproches de haberse hecho cargo de la menor, ambos recaían los celos del otro, evidentemente había una cuestión de celos.” (El destacado es propio).

Destaca a fs. 1457 que en el hogar la violencia era mutua: “…si sé que la Sra. Videla, a pesar de que no tiene recursos, tiene recurso para la defensa, que se transformaba en violencia, por eso la violencia llega a ser mutua en algún punto. La señora Videla tiene capacidad de defenderse y capacidad para generar violencia, puede reaccionar ante la violencia y puede generar violencia”. A la pregunta del Tribunal, respecto a si desde el punto de vista médico, a partir de los celos, esto puede haber sido causa de algún tipo de violencia respecto de Guadalupe, responde afirmativamente. 

Asimismo, la Lic. Betty Weisntock manifestó con respecto al Informe elaborado sobre Videla: “En todo el relato, las entrevistas psicológicas-psiquiátricas, en ningún momento hubo como un sentimiento de dolor psíquico ante la situación por la que atravesó y el resultado que ya sabemos de Guadalupe, no tuvo absolutamente, increíblemente ausente. No tuvo presente en ningún momento y cuando se le pregunta, deposita en los otros la culpa, se notó poco afectiva con respecto a eso.” Destaca que la relación entre Videla y Riquelme era un vínculo que se había establecido a través de la violencia, y que ésta era reciproca: 

“Esta familia se comunicaba a través de la violencia y cualquier conflicto que se generaba era a través de la violencia…cuando dos personas establecen una relación se da que se potencian los aspectos mas negativos de cada una de ellas o al revés…en esta pareja se habían desarrollado los aspectos mas negativos, más violentos de cada uno de ellos…” 

Concluye sosteniendo que la Sra. Videla “tenia la libertad que tiene toda persona para decidir si se queda o se va, no era una persona sometida, era una violencia vincular, familiar, que se había establecido entre los dos como medio de comunicación.” 

Con respecto a los testimonios de los menores en Cámara Gessel: fs. 1460 y vta., la menor AA de 9 años de edad: “El Miguel le pegaba a la Guada, la agarraba de los pelos, mi mamá también era mala con ella porque la pellizcaba y ahí en la mano donde tenia un hueco…tenia huecos en el pelo, pero no por la sarna…por no se por como la agarraban…la agarraban de los pies y la metían al agua…”  “Se visualiza que la estructura del relato posee lógica, la nena comenta los sucesos con lógica, cuando explica por ejemplo: ““se le veían los moretones porque le pegaban cachetadas, la empujaban contra…y se pegaba, nos pegaban, pero no tanto como a la Guada, porque como no la querían a ella…ella murió porque como que no aguantaba mas los golpes…el Miguel tenía un arma, la amenazaba a mi mamá….la tenía en el ropero”. 
“Se observa que la evaluada habla con ansiedad y nerviosismo, expresando haberse sentido mal porque le decían (Miguel y su madre) que le pegaran a la Guada chica.” 

A fs. 1461 del informe: “Sobre Patricia Guadalupe Calva: 1) Contenido del relato: a) Detalles explícitos de conductas de maltrato cuando la niña expresa: “El Miguel se peleaba con mi mamá…creo que una vez la quiso matar…él le pegó fuerte a la Ángela a la Guada chica le ataba las manos con una media y la metía a un tacho para abajo…una vez le pegó una piña en la cara y la dejó toda violeta”  
Los testimonios brindados por todos los menores (fs. 1460/1464), lucen coincidentes y la defensa no logra demostrar fisuras o quiebres en dichas declaraciones. Precisamente, la recurrente no logra rebatir lo expuesto por el a quo en cuanto a que “los menores narran las conductas desplegadas por ambos acusados en forma indistinta y conjunta, al someter a Guadalupe a una serie ininterrumpida de malos tratos, como por ejemplo introducir a la menor completamente desnuda y en invierno y tomada de pies y cabeza abajo a un tacho lleno de agua, para quedar completamente desnuda a la intemperie. También mencionan las quemaduras de cigarrillo, los latigazos, clavado de uñas en distintas partes del cuerpo, etc., y como si esto no bastara, también relatan la oportunidad en que cavaron un pozo en la tierra e introdujeron a Guadalupe totalmente desnuda para luego taparla con la misma tierra.” 
La Sentencia tiene por acreditado que Riquelme y Videla tenían a su cargo la guarda de la menor Guadalupe (testimonios de Gelabert, Claudia Alejandra, Delfín Eduardo Arguello, San Martin Melisa del Carmen y Gómez del Piano Alberto Antonio), y tenían la responsabilidad de velar por su salud física, intelectual y moral, cosa que no sucedió por diversas razones; pero la principal fue la falta de pago del dinero que Débora di Falco –madre de Guadalupe- debía entregarles en retribución a esos cuidados. 
Contrariamente a lo que pretende la recurrente, la concurrencia de estos elementos de convicción justifican el juicio del Tribunal, sobre la existencia de los hechos de la causa y la autoría de los imputados condenados, los que, valorados en su conjunto y con las declaraciones de los menores en Cámara Gessel, conforman un plexo probatorio cuya entidad le confiere sustento razonable y suficiente a lo decidido. 

En esa dirección, surge de la sentencia que fueron considerados -entre otros elementos de juicio- el informe médico del Dr. Torres a fs. 1443/1446, con el control de la defensa, respecto de que la menor era sometida a maltrato físico de larga data, a raíz de golpes, los cuales venían de parte de Riquelme y también, en anteriores oportunidades al último episodio y que desencadenara la muerte, de manera activa y pasiva, eran de la Sra. Videla. Los golpes y demás formas de maltrato se daban de forma reiterada y sistemática. 

Se reconstruyó lo ocurrido el día de la muerte de la menor a partir de los testimonios de los vecinos y allegados. Se valoró el testimonio del vecino RICARDO REBOLLERO (fs. 1428), quien manifiesta en la audiencia oral que el día de la muerte de la niña Guadalupe “…antes de poner la comida fui a alzar la ropa, subí al tendedero, empecé a alzar la ropa que era bastante…cuando me subí, giré la cabeza hacia ese sector por un sonido que me distrajo, fue un sonido como –hummmm- pero fuerte…no quejido, giré la cabeza  y a la distancia, vi a una chica o chico de 3 o 4 años, sentado, desnudo en un medio tarro, bien bajo, con una parte roja , no se si era un pedazo de alfombra, estaba desnudo, hizo ese gesto…” “es tal cual como lo dije como era el sonido, y ese movimiento que tenia era como si la chica ya estaba sometida a algo, tenia las manos juntas entre las dos piernas, como calentándose y balanceándose, estaba sentada hacia la derecha, yo la veía como de perfil, no estaba de espalda, estaba de costado…estaba totalmente desnuda….puedo agregar es que pude ver la cabecita, como que le faltaba cabello…”
La testigo Sra. Claudia Beatriz Coria en su declaración de fs. 1430 y vta., manifiesta que cuando ingresa al domicilio de Riquelme ve sobre la cama a la nena tapada hasta la cabeza, “…la destapo, la miro y le digo que la nena no se esta muriendo, que ya esta muerta.  Riquelme me dice, noo, hace ratito que se murió la nena, el único que estaba ahí era el, la señora no estaba, antes de entrar vi que iba ella para abajo en bicicleta, la llevaba otro hombre con una bolsa en la mano, y pregunté donde iba la señora y me dijeron que iba a buscar plata para para ir al hospital para llevarla al medico a la nena….la nena estaba re helada e hinchada, le levanto la remerita y lo primero que veo eran marcas en el cuerpito y en la boca, le pregunto y me contesta que la nena siempre lo hacia porque era igual a la madre, que se cortaba, se rasguñaba…” A la pregunta de la Fiscalía sobre si recuerda si tenía marcas, lesiones en la cara la criatura, respondió: “Si, en la boca y en la nariz, le faltaba la parte del labio y la nariz, tenia todo lastimado, tenia carne viva se veía en la nariz y la boca. En los pies, no pude verlo porque tenia las zapatillas, pero en la pancita y en las manitos, tenia marcas como de quemaduras, en las partes del cuerpo”. 
Es decir que el testigo Rebollero desde su terraza vio a la niña desnuda balanceándose dentro del balde, emitiendo sonidos que hacen sospechar que agonizaba, y después la testigo Coria la vio ya sin vida, vestida, en la cama y tapada con una frazada, lo que demuestra el plan de Riquelme y Videla para ocultar el crimen de la niña. 

Esos testimonios, prestados en el juicio, con el control de la defensa, impresionaron como sinceros al Tribunal. De la sentencia resulta, además, como dijimos, que fueron meritados, entre otras pruebas corroborantes de los testimonios de los menores convivientes; los sendos informes psicológicos y psiquiátricos que afirman la fiabilidad de los relatos de los menores en Cámara Gessel, sobre los hechos de violencia que acontecían en el hogar Videla-Riquelme, y cuyo valor probatorio no es desvirtuado por la recurrente. 

Se ha sostenido que: 

“La interpretación de la prueba no debe limitarse a un análisis parcial y aislado de los elementos de juicio obrantes en la causa sino que deben ser integrados y armonizados debidamente en su conjunto, ya que, de lo contrario, se desvirtúa la eficacia que, según las reglas de la sana crítica, corresponde a los distintos medios probatorios. En razón de ello, los jueces de mérito son libres en la valoración y selección de las pruebas en las que fundan su convicción y en la determinación de los hechos que con éstas se demuestran, pudiendo admitir toda la que estimen útil para el esclarecimiento de la verdad, apartándose de las que consideren intrascendentes o inconducentes. Por lo tanto, resulta inadmisible intentar criticar los indicios y presunciones individualmente, de modo de ir invalidándolos uno a uno y evitando su valoración articulada y contextual dentro del plexo probatorio.” (H., S. J. s. Homicidio calificado por el vínculo - Recurso de casación-Superior Tribunal de Justicia, Chaco; 26-02-2014; Rubinzal Online; RC J 7917/14, en http://www.rubinzal.com.ar/jurisprudencia/buscador, acceso 17/11/15). 

Al respecto, cabe agregar: "Por esto es improcedente el recurso de casación cuando se discuten las conclusiones de hecho del tribunal de juicio y se formula una distinta valoración de las pruebas que sirven de base a la sentencia, o se discute la simple eficiencia probatoria de los elementos de convicción utilizados por la Cámara, o se intenta una consideración crítica relativa a la falta de correspondencia entre los elementos probatorios utilizados por la sentencia y la conclusión que ellos motivan, o un disentimiento con la valoración de la prueba efectuada en el mérito" (DE LA RUA, Fernando. La Casación Penal. Ed. Depalma, 1994: Págs. 150/151).

Así entonces, debo ahora señalar que la determinación de la materialidad ilícita, objeto de juzgamiento y la autoría responsable de Dora Alejandra Videla y Miguel Ángel Riquelme, ha encontrado suficiente y racional sustento en la valoración armónica y conjunta del material convictivo que a tales efectos fue relevado por el tribunal sentenciante, sin que en dicha operación se verifique la presencia de vicio o defecto alguno, que importe una vulneración a las reglas de la sana crítica racional; conforme lo establecido en los artículos 290, 294 y c.c. del Código Procesal Penal, ni su presencia por cierto es demostrada a través de la argumentación vertida en los recursos que son objeto de análisis.

La Cámara condenó a los encartados Riquelme y Videla a la pena de prisión perpetua, pues si bien, como se sostiene en el fallo “no ha podido establecerse con exactitud si Riquelme o Videla solos o en forma conjunta, produjeron el golpe fatal-debido a que ambos inculpan a su consorte de causa” de las pruebas incorporadas a la causa, surge acreditado que la menor Guadalupe Di Falco era sometida por Videla (por acción u omisión) y su pareja Riquelme a severas golpizas; existiendo evidencia que incrimina a Videla como autora de importantes golpes causantes de lesiones graves y que acredita su consentimiento, tolerancia y/o desidia respecto de los que le efectuaba su pareja co-acusado. 

Se ponderó también la escasa edad de la niña, lo que le impedía atisbar siquiera pedido de auxilio, y considerando como agravante el maltrato físico y psíquico prolongado en el tiempo, lo que aumenta el sufrimiento de la pequeña víctima, lesionando más aún su físico y psiquismo. 

Considero que el delito de homicidio, cuya autoría se atribuye a los imputados, queda encuadrado en las previsiones del inc. 2 del artículo 80 del CP, por su comisión mediante ensañamiento, ya que del plexo probatorio colectado en el debate, resulta a mi juicio, elocuentes indicadores de que la muerte de la menor significó para ella un padecimiento extraordinario e innecesario, y constituyó a su vez un acto de crueldad deliberada por parte de los autores del hecho; verificándose los requisitos objetivos y subjetivos comprendidos en la agravante:  el hecho psíquico de la figura, entendido como la deliberación de matar haciendo padecer innecesariamente a la víctima, resulta a mi juicio indudable. Reitero, la menor Guadalupe fue sometida a una serie ininterrumpida de malos tratos, durante mucho tiempo, ocasionándole lesiones de diversa etiología y gravedad, cuya magnitud fue tal que resultan reconocibles a simple vista por cualquier persona de su entorno, y que culminaron en un último ataque que produjo el fallecimiento por politraumatismo craneoencefálico grave. 

A su vez, se configuró en autos el elemento objetivo de la alevosía por el estado de indefensión, propio de la situación en que se encontraba la víctima de tan solo cuatro años de edad; al tiempo que se estableció la inexistencia de riesgo para los agresores, quienes le propinaron a la menor el golpe brutal en la cabeza que a la postre le produjeran la muerte. 

Lo expuesto precedentemente, es aplicable respecto al recurso de casación interpuesto por la defensa técnica de Riquelme, cuyos agravios se traducen en una mera disconformidad con lo resuelto por la Cámara. 

Se aprecia, pues, que ha sido un cúmulo de probanzas -y no sólo algunos elementos aislados- lo que ha llevado al Tribunal de juicio a tener por acreditada la intervención activa y culpable de ambos imputados Riquelme y Videla en el hecho; por lo que los recursos deducidos, elaborados a partir de la fragmentación del cuadro convictivo, no logra conmover los fundamentos de la resolución en crisis.

Asimismo, debo destacar que es ponderable el esfuerzo técnico de los dos defensores oficiales de los condenados en autos, en virtud de la pericia demostrada en el trabajo técnico, a pesar de lo arduo de la causa que, en ejercicio de sus funciones, les tocó llevar adelante. 

Por todo ello VOTO a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN por la NEGATIVA.-
Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y OSCAR EDUARDO GATICA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.-

A LA CUARTA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: Que en consecuencia, de conformidad a lo resuelto en la primera cuestión, corresponde el rechazo de los Recursos de Casación interpuestos por los defensores de Miguel Ángel Riquelme y Dora Alejandra Videla. 
                                                                                                                           ///…

///….

Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y OSCAR EDUARDO GATICA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-

A LA QUINTA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: Sin costas atento lo dispuesto por el art. 80 de la Ley Orgánica de Tribunales Nº IV-0086-2004. 
Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y OSCAR EDUARDO GATICA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-

Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, veinticinco de febrero de dos mil dieciséis.-

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar los Recursos de Casación interpuestos por los defensores de Miguel Ángel Riquelme y Dora Alejandra Videla, 
II) Sin costas por lo dispuesto por el art. 80 inc. 4 Ley Orgánica  de Tribunales N° IV-0086-2004.-
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.-

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
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